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RV: JUZ, 45 ADTIVO / EXP. 2020-189 CESAR LEON vs DIAN / RECURSO DE REPOSICIÓN

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 14/07/2022 14:50
Para: Juzgado 45 Administrativo Seccion Primera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin45bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Juan Carlos Rojas Forero <jrojasf@dian.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el proceso relacionado en el
mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de
recibo. 

Atentamente, 
 GPT

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: Juan Carlos Rojas Forero <jrojasf@dian.gov.co>

Enviado: jueves, 14 de julio de 2022 2:41 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: mgiraldon@hotmail.com <mgiraldon@hotmail.com>; Luis Alexander Galvis Sanchez <lgalviss@dian.gov.co>

Asunto: JUZ, 45 ADTIVO / EXP. 2020-189 CESAR LEON vs DIAN / RECURSO DE REPOSICIÓN
 
Bogotá D.C., 14 de julio de 2022
 
 
Señora Juez:
Dra. MARÍA CAROLINA TORRES ESCOBAR
Juzgado Cuarenta y Cinco Administrativo de Bogotá
Sección Primera
Bogotá D.C.
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Expediente  : 11001-33-41-045-2020-00189-00
Demandante: CÉSAR AUGUSTO LEÓN RODRÍGUEZ
Demandado : DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES
Acción          : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.
 
 
JUAN CARLOS ROJAS FORERO, residente en ésta ciudad, identificado con  cédula de ciudadanía No. 80.833.133 expedida
en Bogotá, abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional No. 240.113 del Consejo Superior de la Judicatura, según
poder especial conferido por el Director Seccional de Aduanas Bogotá, el cual me permito adjuntar para que me sea reconocida
personería para actuar, de acuerdo con el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 318 del Código
General del Proceso, respetuosamente acudo a su Despacho con el fin de INTERPONER RECURSO DE REPOSICIÓN en
contra del auto interlocutorio de fecha 8 de julio de 2022 mediate el cual se rechazó el recurso de apelación interpuesto en
contra del auto que resolvió las excepciones formuladas en el proceso del asunto.
 
Para el efecto, adjunto escrito de recurso de reposición y remito copia del presente a la parte demandante.
 
De la señora Juez con respeto,
 
 
 
JUAN CARLOS ROJAS FORERO
Abogado GIT Representación Judicial
División de Gestión Jurídica
Dirección Seccional de Aduanas Bogotá
Avenida Calle 26 N° 92-32, módulos G4 -G5, 3° piso
PBX 425-63-60 Extensión 6543232

 
“La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN está comprometida con el Tratamiento legal, lícito, confidencial y seguro de sus
datos personales. Consulte la Política de Tratamiento de Datos Personales en: www.dian.gov.co., donde puede conocer sus derechos
constitucionales y legales, así como la forma de ejercerlos. Atenderemos todas las observaciones, consultas o reclamos en los canales de
PQRS habilitados, contenidos en la Política de Tratamiento de Información de la DIAN. Si no desea recibir más comunicaciones por favor
eleve su solicitud en los citados canales”



 

 

 

 

Formule su petición, queja, sugerencia o reclamo en el Sistema PQSR de la DIAN 

Dirección Seccional de Aduanas de Bogotá     
Sede principal: Avenida Calle 26 # 92 - 32 Módulo G5 Piso 3 Centro Empresarial Connecta  

PBX 4256360, código postal 111071 

 

 

 

Señora Juez: 

Dra. MARÍA CAROLINA TORRES ESCOBAR  

Juzgado Cuarenta y Cinco Administrativo de Bogotá 

Sección Primera  

Bogotá D.C. 

 

 

Expediente : 11001-33-41-045-2020-00189-00 

Demandante: CÉSAR AUGUSTO LEÓN RODRÍGUEZ 

Demandado : DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 

Acción : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

 

 

JUAN CARLOS ROJAS FORERO, residente en ésta ciudad, identificado con  

cédula de ciudadanía No. 80.833.133 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio 

portador de la tarjeta profesional No. 240.113 del Consejo Superior de la Judicatura, 

según poder especial conferido por el Director Seccional de Aduanas Bogotá, el 

cual me permito adjuntar para que me sea reconocida personería para actuar, de 

acuerdo con el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 

318 del Código General del Proceso, respetuosamente acudo a su Despacho con 

el fin de INTERPONER RECURSO DE REPOSICIÓN en contra del auto 

interlocutorio de fecha 8 de julio de 2022 mediate el cual se rechazó el recurso de 

apelación interpuesto en contra del auto que resolvió las excepciones formuladas 

en el proceso del asunto. 

  

1. OPORTUNIDAD 

 

El auto de fecha 8 de julio de 2022 fue notificado en el estado del 11 de julio de 

2022. Ahora, el plazo para interponer el recurso de reposición conforme al artículo 

242 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021, 

en concordancia con el artículo 318 de la Ley 1564 de 2012 es de tres (3) días 

siguientes a su notificación, por lo que su vencimiento es el 14 de julio de 2022. En 

esa medida, el recurso es presentado dentro de la oportunidad legal. 

 

2. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD 

  

En aras de garantizar la prevalencia del derecho sustancial consagrado en el 

artículo 228 de la Constitución Política de Colombia1 y teniendo en cuanta las 

facultades y poderes otorgados a los operadores judiciales. 

 

Comedidamente solicitamos se adecúe el recurso presentado, en el sentido de que 

el Despacho Judicial conozca del recurso, que indicamos corresponde a recurso de 

reposición para efectos de su conocimiento. 

 
1 ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el 
derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. 
Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo. 



Expediente  : 11001-33-41-045-2020-00189-00 
Demandante                  : CÉSAR AUGUSTO LEÓN RODRÍGUEZ 
Demandado  : DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 

_____________________________________________________________________________ 
 

2 

Lo anterior, porque esta defensa comparte la motivación sobre la modificación que 

trajo el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021 referida en que el auto que resuelve 

excepciones no es susceptible de recurso de apelación. 

 

De otra parte, solicitamos el análisis de la caducidad del medio de control sobre la 

resolución que resolvió el recurso de apelación porque esa pretensión no puede ser 

acumulada según el numeral 3 del artículo 165 de la Ley 1437 de 2011. 

 

3. PETICIÓN 

 

Por lo anterior, solicitamos al Despacho, reconsidere la decisión establecida en el 

Auto de fecha 8 de julio de 2022 y en su lugar conozca del recurso presentado, 

adecuando el recurso como de reposición y no de apelación.  

 

4. NOTIFICACIONES 

 

Las personales las recibiré en las oficinas ubicadas en la Avenida Calle 26 No.92-

32 MODULO G4 Y G5 PISO 3 CONNECTA PBX 425 63 60 División Jurídica, o en 

la Secretaría de su Despacho o en los correo electrónicos:  El de la entidad demanda 

notificacionesjudicialesdian@dian.gov.co y al del apoderado de la DIAN  

jrojasf@dian.gov.co  

 

De la Señora Juez con respeto, 

 

 

 

 

JUAN CARLOS ROJAS FORERO 

C.C. 80.833.133 expedida en Bogotá 

T.P. 240.113 del C. S de la J.  

mailto:notificacionesjudicialesdian@dian.gov.co
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RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN
PROVISIONAL. MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO RADICADO: 11001-33-41-045-
2022-00017-00 DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN DEMANDA

Lady Constanza Ardila Pardo <lardila@procederlegal.com>
Mar 12/07/2022 15:11
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Juzgado 45 Administrativo Seccion Primera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin45bta@notificacionesrj.gov.co>

SEÑORES 
JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
E.              S.               D. 
 
 
 

REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 11001-33-41-045-2022-00017-00 
DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN 
DEMANDADA: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

 
 
LADY CONSTANZA ARDILA PARDO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía
No. 1.019.045.884 de Bogotá y tarjeta profesional de abogado No. 257.615 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección electrónica
registrada en el registro nacional de abogados lardila@equipolegal.com.co obrando como apoderado del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ
BARRAGÁN (en adelante el “DEMANDANTE”), mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, identificado con cédula de
ciudadanía No. 1.023. 863.119 expedida en Bogotá, me permito presentar ante su Despacho RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO
DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020
“Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución
No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, expedidos por BOGOTÁ DISTRITO
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD   (en adelante la “DEMANDADA”). 
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Lady Constanza Ardila Pardo
Abogada Ejecutora

lardila@procederlegal.com
Calle 67 # 7-57 Of. 601 Edificio AMIN

Bogotá - Colombia
Tel.: +57 (601) 514 4074


CONFIDENTIAL NOTE: The information in this E-mail is intended to be confidential and only for use of the individual or entity to whom it is addressed. If you are not the intended recipient, any retention, dissemination,
distribution or copying of this message is strictly prohibited and sanctioned by law. If you receive this message in error, please immediately send it back and delete the message received.


NOTA CONFIDENCIAL: La información contenida en este E-mail es confidencial y sólo puede ser utilizada por el individuo o la compañía a la cual está dirigido. Si no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión,
distribución o copia de este mensaje es prohibida y será sancionada por la ley. Si por error recibe este mensaje, favor reenviarlo y borrar el mensaje recibido inmediatamente.


mailto:lardila@procederlegal.com


SEÑORES 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
E.              S.               D. 
 

 

 

REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 

APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL.  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 11001-33-41-045-2022-00017-00 

DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN 
DEMANDADA: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD  

 

 

LADY CONSTANZA ARDILA PARDO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá 

D.C., identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.019.045.884 de Bogotá y tarjeta 

profesional de abogado No. 257.615 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección 

electrónica registrada en el registro nacional de abogados lardila@equipolegal.com.co 

obrando como apoderado del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN (en 

adelante el “DEMANDANTE”), mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.023. 863.119 expedida en Bogotá, me permito 

presentar ante su Despacho RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 
APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la 

Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual se declara como 

contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la 

Resolución No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación 

contra la anterior decisión, expedidos por BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD   (en adelante la “DEMANDADA”). 
 

 
I. ANTECEDENTES 

 



PRIMERO: Mediante Auto de fecha once 11 de febrero de dos mil veintidós 2022 el 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

admitió la demanda que, en ejercicio del medio de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrado en el artículo 138 CPACA – Ley 1437 de 2011, presentó  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN en contra de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE 
BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES. 
 

Para el efecto se realicen las siguientes declaraciones:  

 
“PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 

“Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor YILBER 
JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN”, expedido por la SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, dentro del 

EXPEDIENTE No.6093, por cuanto el mismo fue expedido con infracción de las normas en 

que debía fundarse, con desconocimiento del derecho al debido proceso y de defensa; y, 

además, adolece de falsa motivación y, en general, por cualquier otra causa que se 

encuentre probada en el proceso.  

 

SEGUNDA: Que se declare la nulidad de Resolución No 4805 del 29 de diciembre de 2020 

“Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del EXPEDIENTE No6093 

del 2019”, expedida por el Director de Investigaciones Administrativas de Tránsito y 

Transporte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, por cuanto el 

mismo fue expedido con infracción de las normas en que debía fundarse, con 

desconocimiento del derecho al debido proceso y de defensa; y, además, adolece de falsa 

motivación y, en general, por cualquier otra causa que se encuentre probada en el proceso.  

 

TERCERA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ dejar sin efectos el 

acto administrativo Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual se 

declara como contraventor de la infracción D-12 al señor YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN” y Resolución No 4805 del 29 de diciembre de 2020 “Por medio de la cual se 

resuelve el recurso de apelación dentro del EXPEDIENTE No6093 del 2019”.  

 



CUARTA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ eliminar o cancelar 

la sanción impuesta a YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN en el Registro Único 

Nacional de Tránsito y de por terminado el proceso de cobro coactivo de haberse iniciado.  

 

QUINTA: Como consecuencia de la pretensión anterior, se condene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a restituir al señor 
YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN el pago realizado por concepto de grúa y 

parqueaderos, lo cual corresponde a la suma de CUATROCIENTOS SETENTA Y NUEVE 
MIL SEISCIENTOS ($479.600 M/CTE).  
 

SEXTA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ a pagar a YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN el valor de 

la indexación causada sobre la suma que corresponda a la pretensión anterior, hasta la 

fecha de la presentación de la demanda y desde esta fecha hasta que se verifique el pago 

total.  

 

SÉPTIMA: Que se ordene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 
DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a dar cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 

192 inciso segundo y tercero del CPACA.  

 

OCTAVA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 
DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ al pago de las costas, incluidas las agencias en derecho y 

demás emolumentos que se causen en el proceso.”1
 

 

SEGUNDO: Mediante Auto de fecha once 11 de febrero de dos mil veintidós 2022,  el 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, dio 

traslado de la solicitud de SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la Resolución No. 6093 de 25 

de febrero de 2020 “Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 

al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de 

diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, 

 
1 Demanda en ejercicio del medio de nulidad y restablecimiento del derecho, consagrado en el artículo 138 CPACA – Ley 
1437 de 2011. 



expedidos por la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ - 
SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES. 

 
TERCERO: El JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ mediante Auto de fecha 8 de julio de 2022 y notificado el 11 de julio de 2022,  

resolvió desfavorablemente la solicitud de suspensión provisional de los actos 

administrativos contenidos en la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio 

del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, “por 

medio de la cual se resuelve un recurso de apelación (…)”, expedidas por la SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, 

respectivamente.  

 
II. FUNDAMENTOS DEL DESPACHO 

 
Mediante Auto de fecha 8 de julio de 2022 y notificado el 11 de julio de 2022, el Despacho  

consideró que en el caso bajo análisis no se cumplieron los requisitos reseñados en el 

artículo 231 de la ley 1437 de 2011 que  establece los requisitos que son imprescindibles 

para la imposición de tales medidas en los siguientes términos:   

 

“El artículo 229 del C.P.A.C.A., establece que el juez o magistrado ponente, a petición de 

parte, debidamente sustentada, puede decretar no solamente la suspensión provisional de 

los efectos de los actos administrativos sino las medidas cautelares que considere 

necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia.  

 

Por su parte el artículo 230 del mismo estatuto, catalogó en cuatro tipos las medidas 

cautelares, a saber: (i) preventivas, (ii) conservativas, (iii) anticipativas, y, (iv) de 

suspensión, las cuales deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda.  

 

En cuanto a las condiciones generales de procedibilidad, estas se encuentran en el artículo 

229 relativas a que: (i) la solicitud de medidas cautelares se efectúa en procesos 

declarativos y (ii) debe mediar solicitud de parte.  



 

Adicionalmente, el artículo 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece requisitos especiales, diferenciando dos casos: (i) los 

necesarios para el estudio de las solicitudes de suspensión provisional y; (ii) los que se 

exigen para las demás modalidades de medidas cautelares.  

 

Respecto del primer caso se desprende que: (i) su procedencia debe surgir del análisis del 

acto demandando y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas 

o de las pruebas aportadas por el solicitante que conduzcan a la referida violación; y, (ii) 

que cuando existan pretensiones de restablecimiento del derecho deberá probarse, al 

menos sumariamente, la existencia de los perjuicios. Al no cumplirse con los requisitos 

enunciados, no es posible estudiar la solicitud de suspensión provisional.  

 

En el segundo caso, esto es cuando la medida cautelar es una distinta a la suspensión 

provisional del acto administrativo, deben concurrir cuatro requisitos: (i) que la demanda 

esté razonadamente fundada en derecho; (ii) que se demuestre la titularidad de los 

derechos invocados; (iii) que luego de una ponderación de intereses en el estudio de las 

pruebas aportadas y los argumentos esgrimidos, se evidencie que es más gravoso para el 

interés público negar la medida que concederla; y, (iv) que se presente una de dos 

condiciones: a) la ocurrencia de un perjuicio irremediable o b) que sin la medida los efectos 

del fallo se tornen nugatorios. 

 

Sobre el particular, lo primero que debe señalarse es que no se observa que la solicitud de 

medida cautelar cumpla con el supuesto básico de procurar el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia. Nótese que el perjuicio que se pretende es impedir los efectos 

de un fallo desestimatorio de las pretensiones, lo cual resulta contradictorio con la 

naturaleza de las medidas cautelares cuya finalidad es la de evitar que al momento en que 

se emita una sentencia favorable, esta no tenga efecto práctico alguno. 

 

Lo anterior, surge del entendimiento que el “objeto del proceso” no es otro que el de anular 

la sanción impuesta al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN, lo cual solo puede 

darse si se accede a las pretensiones, pues no se puede asumir que la finalidad del 

presente asunto consiste en retrasar el cobro de la multa impuesta o impedir que se causen 

intereses moratorios, pues en esos escenarios no se estaría utilizando el medio de control 



para el fin que fue creado sino como una herramienta para obstaculizar las actuaciones 

administrativas de cobro, para lo cual, se recuerda que las medidas cautelares no están 

para evitar que el solicitante padezca los efectos de una sentencia que niegue sus 

pretensiones. 

 

Ahora, si bien el cobro de la multa impuesta durante el transcurso del presente proceso 

puede generar una afectación al patrimonio del demandante, no hay explicación alguna en 

el escrito presentado donde se justifique por qué esto haría que se pierda el objeto del 

proceso, pues si se inicia el proceso de un cobro coactivo el demandante tendrá la 

oportunidad de defenderse y en el caso que pague la suma de dinero por concepto de 

multa, esta podrá ser rembolsada a título de restablecimiento del derecho.” 

 

III. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO 
DE  APELACIÓN 

 
De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 244 de la ley 1437 de 2011 y una vez 

realizando un nuevo estudio juicioso, exhaustivo  y sistemático de las premisas citadas debe 

reiterarse que el presente caso se cumplen los requisitos reseñados en el artículo 231 de 

la ley 1437 de 2011:  

 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. -que el 
demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 

 
2. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla: 

 

Frente a los dos requisitos señalados el Despacho afirmó que, la sola existencia del acto 

administrativo sancionatorio no implica un perjuicio para el demandante, pues entre dicha 

decisión y el momento en que una acción de cobro se materialice hay todo un procedimiento 

de por medio que impide afirmar que, en este momento, la no adopción de la medida 



cautelar dejaría sin efecto práctico el proceso del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho. 

 

Frente a lo razonado por el Despacho deben realizarse las siguientes precisiones:  

 

En primer lugar, la  orden formal de comparendo, con la cual se dio  inicio al proceso 

contravencional  de conformidad artículo 2º de la ley 769 de 2002, de ninguna manera se 
constituye como una prueba mediante la cual se demuestre una responsabilidad 
contravencional, lo cual reafirma la tesis de que las ordenes de comparendo no son un 
medio de prueba, tal como lo indica la Corte Constitucional en  Sentencia T-061, feb. 04/02. 

M.P. Rodrigo Escobar Gil.  

 

Conviene aclarar entonces, conforme a lo desarrollado además por la H. Corte 

Constitucional en sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces Magistrado Carlos 

Gaviria Díaz que: “(…) Como es de todos sabido, el juez, al realizar la valoración de la 

prueba, la que ha de realizar conforme a las reglas de la sana crítica, debe llegar a la 
certeza o convicción sobre la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado. 
Cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene que cumplir 
con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están probados 
y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción disciplinaria 
es imputable al procesado.”    

Es importante precisar al Despacho que,  de conformidad con las premisas citadas,  el 

ciudadano NO es quien debe demostrar su inocencia  en el caso que nos llama pues bien,   

brindando prevalencia al principio de presunción de inocencia que,  celosamente debe ser 

garantizado por los jueces de la República y más concretamente por su honorable 

Despacho,  cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene que 

cumplir con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están 
probados y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción 
es imputable al procesado en el presente caso es de  insistirse,  NO existió prueba  que 

demuestre de forma contundente, concluyente y definitiva la comisión de la conducta 

sancionada de conformidad a lo proscrito en el artículo 147 de la ley 769 de 2002, 

violentándose con ésta indebida valoración el debido proceso, en lo que atañe al principio 

rector de legalidad. 



Se debe insistir en resaltar, que ni la manifestación de una persona tercera desconocida, ni 

lo manifestado por un testigo de oídas,  ni la orden de comparendo, únicos documentos que 

soportan las decisiones contenidas en los actos administrativos hoy acusados,   cumplen 

los requisitos cardinales de derecho probatorio para establecer una responsabilidad 

contravencional que se le imputa a mi poderdante. En ese orden, el desarrollo 

jurisprudencial realizado por Honorable Consejo de Estado en el pronunciamiento por la 

sala de Consulta y Servicio Civil Radicado 993 del 03/09/1997 y hacia  la carga dinámica 

de la prueba, desarrollada plenamente en la Sentencia C-086/16 por la H. Corte 

Constitucional,  pues a su parecer era la misma demandada quien se encontraba en una 

mejor posición para garantizar la práctica de la prueba testimonial del agente notificador y 

quien se encontraba en la obligación de demostrar en respeto de la norma la comisión de 

la conducta reprochada y sancionada mediante los actos administrativos acusados. 

En varias oportunidades la Corte Constitucional ha examinado sí las cargas procesales 

impuestas a las partes dentro de un proceso son constitucionalmente admisibles, aclaró la 

Corte en la sentencia citada que la disposición acusada, para ser respetuosa de la 

Constitución, debe ser interpretada y aplicada en forma razonable, de tal manera que no 
puede exigirse a una de las partes cumplir con una  carga procesal  que por  
circunstancias objetivas y justificadas  no está obligada a sobrellevar.  

 

De acuerdo con lo anterior,  fue deber procesal  de la misma demandada en su posición de 

garante,  quien  se encontró en una mejor posición  de garantizar  la práctica de las pruebas 

que de manera contundente y sin lugar a duda razonable demostrase la responsabilidad 

contravencional de mi prohijado,  bajo el principio que trata el numeral 11 del artículo 3 del 

CPACA, en procura del derecho material efectivizado, ello con base en lo establecido en el 

artículo  2, parágrafo 11 de la ley 1437:  “En virtud del principio de eficacia, las autoridades 

buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio 

los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y 

sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que se 

presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación 

administrativa.” 

 

Debe ser asertivo el señor juez, cuando tenga la oportunidad de estudiar lo desarrollado 

por la H. Corte Constitucional en sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces 



Magistrado Carlos Gaviria Díaz, en donde desarrolla la improcedencia  de la 

responsabilidad objetiva en los procedimientos administrativos de tránsito, pues es claro 

para el Máximo Tribunal Constitucional que toda duda en el presente procedimiento debe 

resolverse a favor del implicado, principio jurisprudencial del “in dubio pro administrado” so 
pena de nulidad del acto administrativo.2 En razón a que de lo recaudo en la etapa 

probatoria del trámite contravencional adelantado por la demandada, solo surgieron dudas 

e insuficiencias probatorias y fácticas para determinar más allá de toda duda la 

responsabilidad contravencional del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN. Ya 

que,  en los procedimientos administrativos sancionatorios de tránsito,  deben existir 

suficientes motivos fundados que permitan inferir razonablemente que el  investigado 

cometió la infracción a la norma de tránsito. 

 

En tal sentido, Cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene 

que cumplir con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están 

probados y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción es 

imputable al procesado ello de conformidad lo desarrollado por la Corte Constitucional,  en 

sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces Magistrado Carlos Gaviria Díaz que: 

“(…) Como es de todos sabido, el juez, al realizar la valoración de la prueba, la que ha de 

realizar conforme a las reglas de la sana crítica, debe llegar a la certeza o convicción sobre 

la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado.” 

 

En conclusión, de las líneas anteriores y del análisis del contenido de los actos 

administrativos expedidos por la demandada a simple vista es evidente cómo, si existen 

elementos suficientes para poner en duda el procedimiento realizado por el agente y a su 

vez, el proceso contravencional llevado a cabo por la SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, sin embargo, 

como bien lo manifestó su Despacho es necesario, entonces hacer un estudio e 

interpretaciones sistemáticas de las normas para llegarse a formar el concepto de la 

 
2 En palabras de la Corte, se trata de "una consecuencia natural de la presunción constitucional de inocencia y constituye la 
contracara misma de la carga de la prueba que pesa sobre el Estado, a través de las entidades que ejercen el poder público. 
Así, no obstante que la norma constitucional no exija expresamente que las dudas razonables sean resueltas en beneficio de 
la persona investigada, se trata de una conclusión forzosa que resulta de constatar que, a pesar de los esfuerzos demostrados 
durante el desarrollo del procedimiento y en desarrollo del deber de instrucción integral, el Estado no cumplió la carga 
probatoria que le incumbía y, por lo tanto, no logró recaudar o aportar pruebas suficientes para desvirtuar la presunción de 
inocencia. Por lo tanto, la regla “en caso de duda, resuélvase en favor del investigado”, no es más que la confirmación de que 
la persona nunca ha dejado de ser inocente y, en el caso de sanciones de naturaleza administrativa, la no aplicación de esta 
regla, genera nulidad del acto administrativo”.   Sentencia C- 495/19, Magistrado ponente Doctor, ALEJANDRO LINARES 
CANTILLO. 



presunta infracción en que se incurrió al expedir el acto, y mientras no haya una certeza 

absoluta, no es el deber ser endilgarle una sanción como lo es una multa al señor  YILBER 

JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN, puesto que, dicha multa afecta directamente sus recursos 

para subsistir y el de su familia, y si el Despacho insiste en negar la suspensión provisional 

del acto administrativo, este seguirá acumulando e incrementando intereses, los cuales no 

tienen una razón de ser mientras no exista una decisión de fondo que determine que el 

señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN cometió la presunta infracción más allá de 

toda duda razonable. 

 

Es importante recordar, que la procedencia de la suspensión provisional está determinada 

por la violación al ordenamiento jurídico mediante la subsunción de un acto administrativo 

con el universo normativo de principios y valores al cual está sujeto, y la necesidad de 

proteger provisionalmente la legalidad en sentido amplio mientras se profiere la decisión 

definitiva respecto del acto administrativo demandado. 

 

Ahora bien, para arribar a la conclusión de que la norma demandada atenta contra el orden 

jurídico debe el señor juez necesariamente hacer un proceso de interpretación del derecho 

y materializarlo en una debida y suficiente motivación, sin romper las fronteras que implica 

la medida cautelar para incursionar en la decisión de fondo. 

 

Por lo mencionado, es más que ostensible el yerro que soporta los actos administrativos 

expedidos en desconocimiento del precepto constitucional del artículo 29 constitucional  y 

con lo que puede establecerse de manera suficiente los requisitos citados al inicio del 

presente numeral. 

 

3. Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable. 
  
4. Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 

efectos de la sentencia serían nugatorios. 
 

En lo relativo al perjuicio irremediable, el Despacho debe examinar el caso de conformidad 

a lo desarrollado por la Honorable Corte Constitucional en la sentencia C-038 de 2020, 

luego cuando un ciudadano colombiano se encuentra en la obligación de pagar una multa 

consecuencia de una sanción administrativa, a pesar de que no exista certeza  de la 



culpabilidad, a juicio de la Corte, se desconocería el artículo 29 de la Constitución que exige 

demostrar la culpabilidad en absoluta  obediencia del principio de rango constitucional de 

presunción de inocencia, lo cual aplica en el presente caso, pues con la acumulación e 

incremento de los intereses, se le estaría transgrediendo de manera flagrante y directa su 

derecho más fundamental de rango constitucional al debido proceso y aquella garantía 

germinada del principio de legalidad,  a la que se ha hecho expresa referencia la Corte 

Constitucional, “exige que la atribución de responsabilidad sea el resultado de una conducta 

personal debidamente acreditada en el proceso, y previamente establecida en la ley 

como delito o contravención” (negrillas no originales). Precisó la Corte Constitucional en la 

sentencia que “es la imputación de una determinada conducta jurídicamente 
reprochable, la que activa en favor del destinatario de la misma, el pleno ejercicio de sus 

derechos al debido proceso y a la defensa” y en el presente caso tal desconocimiento 

constituye un evidente perjuicio IRREMEDIABLE que ulteriormente no podrá ser resarcido. 

 

En ese orden, la demandante se encuentra en la obligación de aceptar una conducta que 

no ha sido acreditada por la administración, misma contenida en los actos administrativos 

acusados  aun,  cuando la conducta reprochada no se encontró debidamente acreditada 
en el proceso, ello con el único objeto de evitar que la entidad en su posición privilegiada 

y oni-poderosa proceda con un cobro coactivo mediante el cual de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 823 y siguientes Estatuto Tributario se encuentra facultada  por 

el procedimiento especial allí contenido de embargar sus bienes,  incluso sus cuentas 

bancarias o su salario; luego no importa el valor de la multa, las medidas cautelares se 

hacen efectivas luego de un cobro coactivo y la característica  fundamental es proteger la 

pretensión y cuya materialización INDUDABLEMENTE pone en potencial riesgo el derecho 

fundamental al mínimo vital de mi prohijado, pues los recursos con lo que cuenta son con 

los que garantiza su supervivencia en condiciones de existencia básicamente dignas y las 

de su familia, puesto que un embargo de su cuenta bancaria constituiría un indiscutible 

perjuicio irremediable.   

 

Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia T-494 de 2010, señaló: 

  

“Únicamente se considerará que un perjuicio es irremediable cuando, de conformidad con 

las circunstancias del caso particular, sea: (a) cierto e inminente –esto es, que no se 
deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación razonable de 



hechos ciertos, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que lesionaría, 

y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, en el 

sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 

consuma un daño antijurídico en forma irreparable.” 

 

Dado lo anterior, la naturaleza del perjuicio irremediable radica en la amenaza seria en torno 

a la ocurrencia de una lesión a los derechos fundamentales, que en la acumulación e 

incremento de los intereses que conlleva la multa impuesta al señor  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN le genera le afectación a su mínimo vital y al de su familia, que 

si bien manifiesta su despacho “la sola existencia del acto administrativo sancionatorio no 

implica un perjuicio para el demandante,”, no obstante, si existe tal afectación, puesto que 

en su perspectiva puede parecer una suma mínima o menor, pero en el patrimonio de una 

persona que sobrevive con un mínimo vital no es una suma pequeña, la cual continuaría 

acumulándose  e incrementando en el tiempo que dure el proceso en curso, una carga que 

no debería estar obligado a soportar el ciudadano, que además dicho perjuicio NO SON 

CONJETURAS O ESPECULACIONES, sino hechos evidentes y verificables para su 

despacho, por lo cual puede el señor juez darle contenido y sentido a su tarea de protección 

efectiva de los derechos fundamentales y ser el punto de confluencia del derecho y la 

realidad, de cuya adecuada interrelación depende la justicia de su decisión. 

 

En tal sentido la Corte Constitucional ha reiterado en su jurisprudencia que el mínimo vital 

es un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye 

la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la 

financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, 

el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, 

prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad 

humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”3 

 

El demandante igualmente se encuentra obligado a aceptar una conducta que no ha sido 

acreditada por la administración y contenida en los actos administrativos acusados  aun 

cuando la conducta reprochada no se encuentra debidamente acreditada en el proceso 
cuestionado, y que además de generar una afectación tal vez a los ojos de su Despacho 

 
3 Sentencia SU-995/99 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 



mínima en su patrimonio  irrumpe sus derechos civiles  que están siendo ignorados por su 

señoría, como por ejemplo el ciudadano contando con la sanción contenida en los actos 

administrativos cuestionados NO puede realizar trámites de compra-venta de vehículos, el 

ciudadano NO puede refrendar su licencia de conducción, el ciudadano NO puede realizar 

trámites de duplicado de su licencia de conducción en caso de pérdida,   luego  de 

conformidad a la ley 769 de 2002 las personas que cuentan con multas de tránsito 

pendientes,  no pueden realizar ningún tipo de trámite de tránsito cuando se encuentra una 

obligación de tránsito pendiente de pago. 

 

Es de resaltar, lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-054 de 1997 y en 

la Sentencia C-485 de 2003, en las que hace alusión a que: “las medidas cautelares están 

concebidas como un instrumento jurídico que tiene por objeto garantizar el ejercicio de un 

derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido, impedir que se modifique una 

situación de hecho o de derecho o asegurar los resultados de una decisión judicial o 
administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, 

situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable actividad o 

conducta maliciosa del actual o eventual obligado. Las medidas cautelares no tienen ni 

pueden tener el sentido o alcance de una sanción, porque aún cuando afectan o pueden 

afectar los intereses de los sujetos contra quienes se promueven, su razón de ser es la de 

garantizar un derecho actual o futuro, y no la de imponer un castigo.” Teniendo en cuenta 

lo anterior, lo que se busca es una medida de protección, mientras no haya una decisión de 

fondo y así, evitar un perjuicio futuro para el ciudadano. 

 

Siguiendo lo anterior, sobre el contenido y alcance de las medidas cautelares, el artículo 

230 de la  Ley 1437 de 2011 dispone que éstas: “… podrán ser preventivas, conservativas, 

anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda…” 

 

Así mismo, la medida cautelar negativa de suspensión provisional de los efectos de un acto 

administrativo, según lo dispuesto por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B. Providencia del 17 de marzo de 2015, 

Expediente núm. 2014-03799, procederá siempre y cuando pueda comprobarse la 

vulneración de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud de la medida, y 

tal trasgresión puede surgir: i) de la confrontación del acto administrativo demandado con 



las normas superiores señaladas como quebrantadas; o ii) del estudio de las pruebas 

allegadas con la solicitud. 

Por lo anterior, se recalca que al negarse la medida solicitada se causaría un perjuicio 

irremediable al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN toda vez que, el pago de 

una multa así como el pago de unos intereses, cuando el cumplimiento de requisitos 

legales para la imposición de la sanción administrativa se encuentra en entredicho, atenta 

igualmente contra los derechos económicos y civiles del Sr.  YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN, quien para ejecutar transacciones como la compra-venta de vehículos, 

expedición y refrendación de su licencia de conducción, entre otros, en ejercicio libre de los 

derechos citados civiles, económicos, y además, su derecho fundamental de libre 

locomoción, deberá sufragar el valor de la multa y sus intereses o realizar un acuerdo de 

pago; en tal sentido, se encuentra obligado al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN a aceptar de manera tácita la infracción de tránsito objeto de las presentes 

diligencias, y por tanto luego de un pago o aceptación tácita sería infructuoso el presente 

proceso. 

 

En conclusión, en el caso bajo estudio se cumple con lo adoctrinado por el Consejo de 

Estado, en providencia de 26 de junio de 20204, en donde aclaró que cuando se trata de 

medidas cautelares de suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo y se 

acredita prima facie que el acto acusado contraviene el ordenamiento jurídico superior (En 

este caso, de forma mayúscula el articulo 29 C.P.), de manera implícita se satisfacen los 

requisitos del perjuicio por la mora periculum in mora, y apariencia de buen derecho fumus 

boni iuris; dado que, en el sublite los actos administrativos objeto de nulidad, al declarar 

una responsabilidad administrativa sin pruebas5, se advierte de forma nítida, una alta 

posibilidad de éxito del presente libelo, razón por la cual, resulta razonable que el Despacho 

conceda la medida cautelar deprecada, para la protección del derecho objeto del litigio y 

evitar las consecuencias derivadas de la actuación administrativa censurada, prevenir las 

afectaciones a mi prohijado enunciados en el párrafo anterior.    

 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera. Auto de 19 de junio de 2020. Radicación: 
11001-03-24-000-2016-00295-00. MP.: Hernando Sánchez Sánchez. Actor; RCN Televisión S.A. y Caracol Televisión S.A. 
5 "Nadie podrá ser condenado por juez o autoridad competente sin que exista en su contra plena prueba alguna y oportuna, 
de todos los elementos constitutivos del delito, infracción disciplinaria o contravencional y de la consecuente responsabilidad". 
Sentencia SU-620 de 1996. 



La suspensión provisional constituye un importante instrumento de naturaleza cautelar, 

temporal y accesoria, tendiente a evitar que actos contrarios al ordenamiento jurídico 

puedan continuar surtiendo efectos mientras se decide de fondo su constitucionalidad o 

legalidad en el proceso donde se hubiere decretado la medida, como producto de una 

solicitud fundamentada que en consideración del juzgador sea procedente en razón de la 

claridad de la infracción. En consecuencia, es presupuesto básico de la medida que el acto 

esté produciendo sus efectos jurídicos. 

 

En este sentido, su finalidad no puede ser otra que la de evitar, transitoriamente, que el acto 

administrativo surta efectos jurídicos, en virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, 

salvaguardando los intereses generales y el Estado de derecho. 

 
Caducidad de la acción sancionatoria 
 

Se comienza por señalar que el  artículo 52 de la Ley 1437 de 2011, Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (en adelante “CPACA”), 

señala:  “Si los recursos no se deciden en el término fijado en esta disposición, se 

entenderán fallados a favor del recurrente” es aplicable el artículo 52 del CPACA  en el caso 

objeto de estudio bajo el  siguiente tenor: “Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad 

que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido 

el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto 

administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y notificado. Dicho acto 

sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los recursos, los cuales deberán ser 
decididos, so pena de pérdida de competencia, en un término de un (1) año contado 
a partir de su debida y oportuna interposición.  
 

Resulta claro entonces que, sí los recursos no se deciden en el término fijado en la 

disposición citada, se debe señalar que la caducidad que constituye un instituto jurídico 

procesal liberador que impide que el Estado continúe adelantando el procedimiento 

administrativo sancionatorio, pues pierde competencia por el paso del tiempo. En esa línea, 

la potestad sancionatoria de autoridades públicas está limitada en el tiempo y por ende se 

debe señalar un término de caducidad para su respectiva acción, lo que constituye una 

garantía para principios constitucionales como el de la seguridad jurídica y el debido 

proceso.  



 

En este orden, se concluye que la regla del artículo 52 ibidem es aplicable al procedimiento 

administrativo especial consagrado en la Ley 769 de 2002 modificada por la ley  1843 de 

2011. Lo anterior es así, en tanto que el artículo 161 de la Ley 769 de 2002 dispone el 

trámite de la segunda instancia en el procedimiento de tránsito contemplando la pérdida de 

competencia para fallar por el paso del tiempo así:  

 

Artículo 161. Caducidad 

 
La acción por contravención de las normas de tránsito, caduca al año (1), contado a 
partir de la ocurrencia de los hechos que dieron origen a ella. En consecuencia, 
durante este término se deberá decidir sobre la imposición de la sanción, en tal 

momento se entenderá realizada efectivamente la audiencia e interrumpida la caducidad. 

 

La decisión que resuelve los recursos, de ser procedentes, deberá ser expedida en 
un término de un (1) año contado a partir de su debida y oportuna interposición, si 

los recursos no se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados 

a favor del recurrente. 

 

En el caso objeto de estudio es claro que, el recurso de apelación contra la Resolución No. 

6093 de 25 de febrero de 2020, sin embargo, la Resolución No. 4805 del 29 de diciembre 

de 2020 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del expediente 

No. 6093”, expedida por el Director de Investigaciones Administrativas de Tránsito y 

Transporte, fue notificada hasta el 24 de junio de 2021 superándose el término de un (1) 

año con el que contaba la demandada para ejercer su facultad sancionatoria. 

 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 

de 2011, en su Artículo 103 prevé que los procesos que se adelanten ante esta jurisdicción 

tienen por objeto “la efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política y la 

ley y la preservación del orden jurídico”, razón por la cual, el legislador estableció que en la 

interpretación de las normas del CPACA “deberán observarse los principios 

constitucionales y los del derecho procesal”. 



De acuerdo con la disposición transcrita, es evidente que el control que ejerce la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo sobre los actos de contenido sancionatorio es 

pleno e integral; control que se efectuará a la luz de las disposiciones de la Constitución 

Política como un todo y de la Ley en la medida en que sea aplicable.  

 

En tales términos, me permito precisar que el estudio de la caducidad de la potestad 

sancionatoria o pérdida de competencia temporal de la demandada para expedir sanciones 

en el sub lite, -debe ser estudiada por su Despacho además de manera oficiosa pues su 

estudio no concede derechos subjetivos, sino que -por el contrario-, apunta a la protección 

de un interés general- de ninguna manera reforma o modifica el escrito de demanda,  siendo 

tan claro tal fenómeno que de una simple vista de las pruebas militantes en el proceso -sin 

la necesidad de un decreto probatorio modificatorio o adicional- resulta más que diáfano y 

evidente señora juez que, en el presente caso se encuentra probado más allá de cualquier 

duda razonable  la presencia de la figura jurídica de la caducidad de la acción sancionatoria 

o pérdida de competencia temporal de la demanda; por lo es que es un deber de los 

servidores a favor del Estado y del interés general garantizar su estudio transparente e 
imparcial en la búsqueda de la seguridad jurídica y la estabilidad de las relaciones entre la 

y el Estado. 

En tal orden debe resaltarse entonces que,  la caducidad es una actuación de orden público, 

que tiene como finalidad armonizar la potestad sancionatoria con los derechos 

constitucionales de los administrados, no hay duda entonces de que la Demandada 
debió haberla declarado de oficio o en su defecto los miembros de Comité de 
conciliación la debieron advertir. No tendría sentido que, si en un caso específico, la 

administración advierte que ha operado el fenómeno de la caducidad, no pudiere declararla 

de oficio, y a sabiendas continúe con la actuación que finalmente, culminará en un acto 

viciado de nulidad por falta de competencia temporal de la autoridad que lo emite. 

 

IV. PETICIÓN 

Qué Se conceda por su Despacho el  RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 
APELACIÓN contra el Auto de fecha 8 de julio de 2022 notificado el 11 de julio de 2022. 

Se insiste que,  en el presente caso se cumplen los requisitos reseñados en el artículo 231 

de la ley 1437 de 2011 y por tanto solicito a su Despacho el decreto de la medida cautelar 



consistente en la SUSPENSION PROVISIONAL  del el acto administrativo Resolución No. 

6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual la SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, declara como 

contraventor de la infracción D-12 contenida en el artículo 131 de la ley 769 de 2002 al 

señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de 

diciembre de 2020, expedida por la Director de Investigaciones Administrativas de 
Tránsito y Transporte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ 

que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, y la SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL de todas las acciones de cobro persuasivo y  coactivo generadas con 

relación a las obligaciones creadas por los actos administrativos en mención. 

V. NOTIFICACIONES 

PARTE    DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN en la carrera 27 No 

17-12 sur apto 202 de la ciudad de Bogotá Email: yilbaru_m80@hotmail.com celular 

3229029968.  

 

APODERADO JUDICIAL: LADY CONSTANZA ARDILA PARDO. Email: 

lardila@equipolegal.com.co, celular 3229029968.  

 

Cordialmente,  

 

 

 
LADY ARDILA PARDO      
C.C. 1.019.045.884de Bogotá    
T.P. 257.615 del C.S. de la J.                                                    

mailto:lardila@equipolegal.com.co
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RV: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN
PROVISIONAL. MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO RADICADO: 11001-33-41-045-
2022-00017-00 DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN ...

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 12/07/2022 16:09
Para: Juzgado 45 Administrativo Seccion Primera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin45bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Lady Constanza Ardila Pardo <lardila@procederlegal.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el proceso relacionado en el
mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de
recibo. 

Atentamente, 
 ...SPCZ...

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: Lady Constanza Ardila Pardo <lardila@procederlegal.com>

Enviado: martes, 12 de julio de 2022 3:11 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Juzgado 45 Administrativo Seccion Primera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin45bta@notificacionesrj.gov.co>

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. MEDIO DE CONTROL:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO RADICADO: 11001-33-41-045-2022-00017-00 DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN
DEMANDA
 
SEÑORES 
JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
E.              S.               D. 
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REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 11001-33-41-045-2022-00017-00 
DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN 
DEMANDADA: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

 
 
LADY CONSTANZA ARDILA PARDO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía
No. 1.019.045.884 de Bogotá y tarjeta profesional de abogado No. 257.615 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección electrónica
registrada en el registro nacional de abogados lardila@equipolegal.com.co obrando como apoderado del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ
BARRAGÁN (en adelante el “DEMANDANTE”), mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, identificado con cédula de
ciudadanía No. 1.023. 863.119 expedida en Bogotá, me permito presentar ante su Despacho RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO
DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020
“Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución
No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, expedidos por BOGOTÁ DISTRITO
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD   (en adelante la “DEMANDADA”). 

Lady Constanza Ardila Pardo
Abogada Ejecutora

lardila@procederlegal.com
Calle 67 # 7-57 Of. 601 Edificio AMIN

Bogotá - Colombia
Tel.: +57 (601) 514 4074


CONFIDENTIAL NOTE: The information in this E-mail is intended to be confidential and only for use of the individual or entity to whom it is addressed. If you are not the intended recipient, any retention, dissemination,
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distribution or copying of this message is strictly prohibited and sanctioned by law. If you receive this message in error, please immediately send it back and delete the message received.


NOTA CONFIDENCIAL: La información contenida en este E-mail es confidencial y sólo puede ser utilizada por el individuo o la compañía a la cual está dirigido. Si no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión,
distribución o copia de este mensaje es prohibida y será sancionada por la ley. Si por error recibe este mensaje, favor reenviarlo y borrar el mensaje recibido inmediatamente.




SEÑORES 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
E.              S.               D. 
 

 

 

REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 

APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL.  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 11001-33-41-045-2022-00017-00 

DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN 
DEMANDADA: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD  

 

 

LADY CONSTANZA ARDILA PARDO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá 

D.C., identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.019.045.884 de Bogotá y tarjeta 

profesional de abogado No. 257.615 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección 

electrónica registrada en el registro nacional de abogados lardila@equipolegal.com.co 

obrando como apoderado del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN (en 

adelante el “DEMANDANTE”), mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.023. 863.119 expedida en Bogotá, me permito 

presentar ante su Despacho RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 
APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE NEGÓ LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la 

Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual se declara como 

contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la 

Resolución No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación 

contra la anterior decisión, expedidos por BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD   (en adelante la “DEMANDADA”). 
 

 
I. ANTECEDENTES 

 



PRIMERO: Mediante Auto de fecha once 11 de febrero de dos mil veintidós 2022 el 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

admitió la demanda que, en ejercicio del medio de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrado en el artículo 138 CPACA – Ley 1437 de 2011, presentó  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN en contra de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE 
BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES. 
 

Para el efecto se realicen las siguientes declaraciones:  

 
“PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 

“Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor YILBER 
JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN”, expedido por la SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, dentro del 

EXPEDIENTE No.6093, por cuanto el mismo fue expedido con infracción de las normas en 

que debía fundarse, con desconocimiento del derecho al debido proceso y de defensa; y, 

además, adolece de falsa motivación y, en general, por cualquier otra causa que se 

encuentre probada en el proceso.  

 

SEGUNDA: Que se declare la nulidad de Resolución No 4805 del 29 de diciembre de 2020 

“Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del EXPEDIENTE No6093 

del 2019”, expedida por el Director de Investigaciones Administrativas de Tránsito y 

Transporte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, por cuanto el 

mismo fue expedido con infracción de las normas en que debía fundarse, con 

desconocimiento del derecho al debido proceso y de defensa; y, además, adolece de falsa 

motivación y, en general, por cualquier otra causa que se encuentre probada en el proceso.  

 

TERCERA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ dejar sin efectos el 

acto administrativo Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual se 

declara como contraventor de la infracción D-12 al señor YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN” y Resolución No 4805 del 29 de diciembre de 2020 “Por medio de la cual se 

resuelve el recurso de apelación dentro del EXPEDIENTE No6093 del 2019”.  

 



CUARTA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ eliminar o cancelar 

la sanción impuesta a YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN en el Registro Único 

Nacional de Tránsito y de por terminado el proceso de cobro coactivo de haberse iniciado.  

 

QUINTA: Como consecuencia de la pretensión anterior, se condene a BOGOTÁ DISTRITO 
CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a restituir al señor 
YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN el pago realizado por concepto de grúa y 

parqueaderos, lo cual corresponde a la suma de CUATROCIENTOS SETENTA Y NUEVE 
MIL SEISCIENTOS ($479.600 M/CTE).  
 

SEXTA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ a pagar a YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN el valor de 

la indexación causada sobre la suma que corresponda a la pretensión anterior, hasta la 

fecha de la presentación de la demanda y desde esta fecha hasta que se verifique el pago 

total.  

 

SÉPTIMA: Que se ordene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 
DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a dar cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 

192 inciso segundo y tercero del CPACA.  

 

OCTAVA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL 
DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ al pago de las costas, incluidas las agencias en derecho y 

demás emolumentos que se causen en el proceso.”1
 

 

SEGUNDO: Mediante Auto de fecha once 11 de febrero de dos mil veintidós 2022,  el 

JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, dio 

traslado de la solicitud de SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la Resolución No. 6093 de 25 

de febrero de 2020 “Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 

al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de 

diciembre de 2020, que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, 

 
1 Demanda en ejercicio del medio de nulidad y restablecimiento del derecho, consagrado en el artículo 138 CPACA – Ley 
1437 de 2011. 



expedidos por la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ - 
SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES. 

 
TERCERO: El JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ mediante Auto de fecha 8 de julio de 2022 y notificado el 11 de julio de 2022,  

resolvió desfavorablemente la solicitud de suspensión provisional de los actos 

administrativos contenidos en la Resolución No. 6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio 

del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al señor  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de diciembre de 2020, “por 

medio de la cual se resuelve un recurso de apelación (…)”, expedidas por la SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, 

respectivamente.  

 
II. FUNDAMENTOS DEL DESPACHO 

 
Mediante Auto de fecha 8 de julio de 2022 y notificado el 11 de julio de 2022, el Despacho  

consideró que en el caso bajo análisis no se cumplieron los requisitos reseñados en el 

artículo 231 de la ley 1437 de 2011 que  establece los requisitos que son imprescindibles 

para la imposición de tales medidas en los siguientes términos:   

 

“El artículo 229 del C.P.A.C.A., establece que el juez o magistrado ponente, a petición de 

parte, debidamente sustentada, puede decretar no solamente la suspensión provisional de 

los efectos de los actos administrativos sino las medidas cautelares que considere 

necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia.  

 

Por su parte el artículo 230 del mismo estatuto, catalogó en cuatro tipos las medidas 

cautelares, a saber: (i) preventivas, (ii) conservativas, (iii) anticipativas, y, (iv) de 

suspensión, las cuales deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda.  

 

En cuanto a las condiciones generales de procedibilidad, estas se encuentran en el artículo 

229 relativas a que: (i) la solicitud de medidas cautelares se efectúa en procesos 

declarativos y (ii) debe mediar solicitud de parte.  



 

Adicionalmente, el artículo 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo establece requisitos especiales, diferenciando dos casos: (i) los 

necesarios para el estudio de las solicitudes de suspensión provisional y; (ii) los que se 

exigen para las demás modalidades de medidas cautelares.  

 

Respecto del primer caso se desprende que: (i) su procedencia debe surgir del análisis del 

acto demandando y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas 

o de las pruebas aportadas por el solicitante que conduzcan a la referida violación; y, (ii) 

que cuando existan pretensiones de restablecimiento del derecho deberá probarse, al 

menos sumariamente, la existencia de los perjuicios. Al no cumplirse con los requisitos 

enunciados, no es posible estudiar la solicitud de suspensión provisional.  

 

En el segundo caso, esto es cuando la medida cautelar es una distinta a la suspensión 

provisional del acto administrativo, deben concurrir cuatro requisitos: (i) que la demanda 

esté razonadamente fundada en derecho; (ii) que se demuestre la titularidad de los 

derechos invocados; (iii) que luego de una ponderación de intereses en el estudio de las 

pruebas aportadas y los argumentos esgrimidos, se evidencie que es más gravoso para el 

interés público negar la medida que concederla; y, (iv) que se presente una de dos 

condiciones: a) la ocurrencia de un perjuicio irremediable o b) que sin la medida los efectos 

del fallo se tornen nugatorios. 

 

Sobre el particular, lo primero que debe señalarse es que no se observa que la solicitud de 

medida cautelar cumpla con el supuesto básico de procurar el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia. Nótese que el perjuicio que se pretende es impedir los efectos 

de un fallo desestimatorio de las pretensiones, lo cual resulta contradictorio con la 

naturaleza de las medidas cautelares cuya finalidad es la de evitar que al momento en que 

se emita una sentencia favorable, esta no tenga efecto práctico alguno. 

 

Lo anterior, surge del entendimiento que el “objeto del proceso” no es otro que el de anular 

la sanción impuesta al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN, lo cual solo puede 

darse si se accede a las pretensiones, pues no se puede asumir que la finalidad del 

presente asunto consiste en retrasar el cobro de la multa impuesta o impedir que se causen 

intereses moratorios, pues en esos escenarios no se estaría utilizando el medio de control 



para el fin que fue creado sino como una herramienta para obstaculizar las actuaciones 

administrativas de cobro, para lo cual, se recuerda que las medidas cautelares no están 

para evitar que el solicitante padezca los efectos de una sentencia que niegue sus 

pretensiones. 

 

Ahora, si bien el cobro de la multa impuesta durante el transcurso del presente proceso 

puede generar una afectación al patrimonio del demandante, no hay explicación alguna en 

el escrito presentado donde se justifique por qué esto haría que se pierda el objeto del 

proceso, pues si se inicia el proceso de un cobro coactivo el demandante tendrá la 

oportunidad de defenderse y en el caso que pague la suma de dinero por concepto de 

multa, esta podrá ser rembolsada a título de restablecimiento del derecho.” 

 

III. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO 
DE  APELACIÓN 

 
De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 244 de la ley 1437 de 2011 y una vez 

realizando un nuevo estudio juicioso, exhaustivo  y sistemático de las premisas citadas debe 

reiterarse que el presente caso se cumplen los requisitos reseñados en el artículo 231 de 

la ley 1437 de 2011:  

 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. -que el 
demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 

 
2. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla: 

 

Frente a los dos requisitos señalados el Despacho afirmó que, la sola existencia del acto 

administrativo sancionatorio no implica un perjuicio para el demandante, pues entre dicha 

decisión y el momento en que una acción de cobro se materialice hay todo un procedimiento 

de por medio que impide afirmar que, en este momento, la no adopción de la medida 



cautelar dejaría sin efecto práctico el proceso del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho. 

 

Frente a lo razonado por el Despacho deben realizarse las siguientes precisiones:  

 

En primer lugar, la  orden formal de comparendo, con la cual se dio  inicio al proceso 

contravencional  de conformidad artículo 2º de la ley 769 de 2002, de ninguna manera se 
constituye como una prueba mediante la cual se demuestre una responsabilidad 
contravencional, lo cual reafirma la tesis de que las ordenes de comparendo no son un 
medio de prueba, tal como lo indica la Corte Constitucional en  Sentencia T-061, feb. 04/02. 

M.P. Rodrigo Escobar Gil.  

 

Conviene aclarar entonces, conforme a lo desarrollado además por la H. Corte 

Constitucional en sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces Magistrado Carlos 

Gaviria Díaz que: “(…) Como es de todos sabido, el juez, al realizar la valoración de la 

prueba, la que ha de realizar conforme a las reglas de la sana crítica, debe llegar a la 
certeza o convicción sobre la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado. 
Cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene que cumplir 
con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están probados 
y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción disciplinaria 
es imputable al procesado.”    

Es importante precisar al Despacho que,  de conformidad con las premisas citadas,  el 

ciudadano NO es quien debe demostrar su inocencia  en el caso que nos llama pues bien,   

brindando prevalencia al principio de presunción de inocencia que,  celosamente debe ser 

garantizado por los jueces de la República y más concretamente por su honorable 

Despacho,  cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene que 

cumplir con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están 
probados y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción 
es imputable al procesado en el presente caso es de  insistirse,  NO existió prueba  que 

demuestre de forma contundente, concluyente y definitiva la comisión de la conducta 

sancionada de conformidad a lo proscrito en el artículo 147 de la ley 769 de 2002, 

violentándose con ésta indebida valoración el debido proceso, en lo que atañe al principio 

rector de legalidad. 



Se debe insistir en resaltar, que ni la manifestación de una persona tercera desconocida, ni 

lo manifestado por un testigo de oídas,  ni la orden de comparendo, únicos documentos que 

soportan las decisiones contenidas en los actos administrativos hoy acusados,   cumplen 

los requisitos cardinales de derecho probatorio para establecer una responsabilidad 

contravencional que se le imputa a mi poderdante. En ese orden, el desarrollo 

jurisprudencial realizado por Honorable Consejo de Estado en el pronunciamiento por la 

sala de Consulta y Servicio Civil Radicado 993 del 03/09/1997 y hacia  la carga dinámica 

de la prueba, desarrollada plenamente en la Sentencia C-086/16 por la H. Corte 

Constitucional,  pues a su parecer era la misma demandada quien se encontraba en una 

mejor posición para garantizar la práctica de la prueba testimonial del agente notificador y 

quien se encontraba en la obligación de demostrar en respeto de la norma la comisión de 

la conducta reprochada y sancionada mediante los actos administrativos acusados. 

En varias oportunidades la Corte Constitucional ha examinado sí las cargas procesales 

impuestas a las partes dentro de un proceso son constitucionalmente admisibles, aclaró la 

Corte en la sentencia citada que la disposición acusada, para ser respetuosa de la 

Constitución, debe ser interpretada y aplicada en forma razonable, de tal manera que no 
puede exigirse a una de las partes cumplir con una  carga procesal  que por  
circunstancias objetivas y justificadas  no está obligada a sobrellevar.  

 

De acuerdo con lo anterior,  fue deber procesal  de la misma demandada en su posición de 

garante,  quien  se encontró en una mejor posición  de garantizar  la práctica de las pruebas 

que de manera contundente y sin lugar a duda razonable demostrase la responsabilidad 

contravencional de mi prohijado,  bajo el principio que trata el numeral 11 del artículo 3 del 

CPACA, en procura del derecho material efectivizado, ello con base en lo establecido en el 

artículo  2, parágrafo 11 de la ley 1437:  “En virtud del principio de eficacia, las autoridades 

buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio 

los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y 

sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que se 

presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación 

administrativa.” 

 

Debe ser asertivo el señor juez, cuando tenga la oportunidad de estudiar lo desarrollado 

por la H. Corte Constitucional en sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces 



Magistrado Carlos Gaviria Díaz, en donde desarrolla la improcedencia  de la 

responsabilidad objetiva en los procedimientos administrativos de tránsito, pues es claro 

para el Máximo Tribunal Constitucional que toda duda en el presente procedimiento debe 

resolverse a favor del implicado, principio jurisprudencial del “in dubio pro administrado” so 
pena de nulidad del acto administrativo.2 En razón a que de lo recaudo en la etapa 

probatoria del trámite contravencional adelantado por la demandada, solo surgieron dudas 

e insuficiencias probatorias y fácticas para determinar más allá de toda duda la 

responsabilidad contravencional del señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN. Ya 

que,  en los procedimientos administrativos sancionatorios de tránsito,  deben existir 

suficientes motivos fundados que permitan inferir razonablemente que el  investigado 

cometió la infracción a la norma de tránsito. 

 

En tal sentido, Cuando la Administración decide ejercer su potestad sancionatoria tiene 

que cumplir con el deber de demostrar que los hechos en que se basa la acción están 

probados y que la autoría o participación de la conducta tipificada como infracción es 

imputable al procesado ello de conformidad lo desarrollado por la Corte Constitucional,  en 

sentencia C-244 de 1996, con ponencia del entonces Magistrado Carlos Gaviria Díaz que: 

“(…) Como es de todos sabido, el juez, al realizar la valoración de la prueba, la que ha de 

realizar conforme a las reglas de la sana crítica, debe llegar a la certeza o convicción sobre 

la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado.” 

 

En conclusión, de las líneas anteriores y del análisis del contenido de los actos 

administrativos expedidos por la demandada a simple vista es evidente cómo, si existen 

elementos suficientes para poner en duda el procedimiento realizado por el agente y a su 

vez, el proceso contravencional llevado a cabo por la SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, sin embargo, 

como bien lo manifestó su Despacho es necesario, entonces hacer un estudio e 

interpretaciones sistemáticas de las normas para llegarse a formar el concepto de la 

 
2 En palabras de la Corte, se trata de "una consecuencia natural de la presunción constitucional de inocencia y constituye la 
contracara misma de la carga de la prueba que pesa sobre el Estado, a través de las entidades que ejercen el poder público. 
Así, no obstante que la norma constitucional no exija expresamente que las dudas razonables sean resueltas en beneficio de 
la persona investigada, se trata de una conclusión forzosa que resulta de constatar que, a pesar de los esfuerzos demostrados 
durante el desarrollo del procedimiento y en desarrollo del deber de instrucción integral, el Estado no cumplió la carga 
probatoria que le incumbía y, por lo tanto, no logró recaudar o aportar pruebas suficientes para desvirtuar la presunción de 
inocencia. Por lo tanto, la regla “en caso de duda, resuélvase en favor del investigado”, no es más que la confirmación de que 
la persona nunca ha dejado de ser inocente y, en el caso de sanciones de naturaleza administrativa, la no aplicación de esta 
regla, genera nulidad del acto administrativo”.   Sentencia C- 495/19, Magistrado ponente Doctor, ALEJANDRO LINARES 
CANTILLO. 



presunta infracción en que se incurrió al expedir el acto, y mientras no haya una certeza 

absoluta, no es el deber ser endilgarle una sanción como lo es una multa al señor  YILBER 

JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN, puesto que, dicha multa afecta directamente sus recursos 

para subsistir y el de su familia, y si el Despacho insiste en negar la suspensión provisional 

del acto administrativo, este seguirá acumulando e incrementando intereses, los cuales no 

tienen una razón de ser mientras no exista una decisión de fondo que determine que el 

señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN cometió la presunta infracción más allá de 

toda duda razonable. 

 

Es importante recordar, que la procedencia de la suspensión provisional está determinada 

por la violación al ordenamiento jurídico mediante la subsunción de un acto administrativo 

con el universo normativo de principios y valores al cual está sujeto, y la necesidad de 

proteger provisionalmente la legalidad en sentido amplio mientras se profiere la decisión 

definitiva respecto del acto administrativo demandado. 

 

Ahora bien, para arribar a la conclusión de que la norma demandada atenta contra el orden 

jurídico debe el señor juez necesariamente hacer un proceso de interpretación del derecho 

y materializarlo en una debida y suficiente motivación, sin romper las fronteras que implica 

la medida cautelar para incursionar en la decisión de fondo. 

 

Por lo mencionado, es más que ostensible el yerro que soporta los actos administrativos 

expedidos en desconocimiento del precepto constitucional del artículo 29 constitucional  y 

con lo que puede establecerse de manera suficiente los requisitos citados al inicio del 

presente numeral. 

 

3. Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable. 
  
4. Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 

efectos de la sentencia serían nugatorios. 
 

En lo relativo al perjuicio irremediable, el Despacho debe examinar el caso de conformidad 

a lo desarrollado por la Honorable Corte Constitucional en la sentencia C-038 de 2020, 

luego cuando un ciudadano colombiano se encuentra en la obligación de pagar una multa 

consecuencia de una sanción administrativa, a pesar de que no exista certeza  de la 



culpabilidad, a juicio de la Corte, se desconocería el artículo 29 de la Constitución que exige 

demostrar la culpabilidad en absoluta  obediencia del principio de rango constitucional de 

presunción de inocencia, lo cual aplica en el presente caso, pues con la acumulación e 

incremento de los intereses, se le estaría transgrediendo de manera flagrante y directa su 

derecho más fundamental de rango constitucional al debido proceso y aquella garantía 

germinada del principio de legalidad,  a la que se ha hecho expresa referencia la Corte 

Constitucional, “exige que la atribución de responsabilidad sea el resultado de una conducta 

personal debidamente acreditada en el proceso, y previamente establecida en la ley 

como delito o contravención” (negrillas no originales). Precisó la Corte Constitucional en la 

sentencia que “es la imputación de una determinada conducta jurídicamente 
reprochable, la que activa en favor del destinatario de la misma, el pleno ejercicio de sus 

derechos al debido proceso y a la defensa” y en el presente caso tal desconocimiento 

constituye un evidente perjuicio IRREMEDIABLE que ulteriormente no podrá ser resarcido. 

 

En ese orden, la demandante se encuentra en la obligación de aceptar una conducta que 

no ha sido acreditada por la administración, misma contenida en los actos administrativos 

acusados  aun,  cuando la conducta reprochada no se encontró debidamente acreditada 
en el proceso, ello con el único objeto de evitar que la entidad en su posición privilegiada 

y oni-poderosa proceda con un cobro coactivo mediante el cual de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 823 y siguientes Estatuto Tributario se encuentra facultada  por 

el procedimiento especial allí contenido de embargar sus bienes,  incluso sus cuentas 

bancarias o su salario; luego no importa el valor de la multa, las medidas cautelares se 

hacen efectivas luego de un cobro coactivo y la característica  fundamental es proteger la 

pretensión y cuya materialización INDUDABLEMENTE pone en potencial riesgo el derecho 

fundamental al mínimo vital de mi prohijado, pues los recursos con lo que cuenta son con 

los que garantiza su supervivencia en condiciones de existencia básicamente dignas y las 

de su familia, puesto que un embargo de su cuenta bancaria constituiría un indiscutible 

perjuicio irremediable.   

 

Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia T-494 de 2010, señaló: 

  

“Únicamente se considerará que un perjuicio es irremediable cuando, de conformidad con 

las circunstancias del caso particular, sea: (a) cierto e inminente –esto es, que no se 
deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación razonable de 



hechos ciertos, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que lesionaría, 

y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, en el 

sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 

consuma un daño antijurídico en forma irreparable.” 

 

Dado lo anterior, la naturaleza del perjuicio irremediable radica en la amenaza seria en torno 

a la ocurrencia de una lesión a los derechos fundamentales, que en la acumulación e 

incremento de los intereses que conlleva la multa impuesta al señor  YILBER JOSÉ 
GUACHATÁ BARRAGÁN le genera le afectación a su mínimo vital y al de su familia, que 

si bien manifiesta su despacho “la sola existencia del acto administrativo sancionatorio no 

implica un perjuicio para el demandante,”, no obstante, si existe tal afectación, puesto que 

en su perspectiva puede parecer una suma mínima o menor, pero en el patrimonio de una 

persona que sobrevive con un mínimo vital no es una suma pequeña, la cual continuaría 

acumulándose  e incrementando en el tiempo que dure el proceso en curso, una carga que 

no debería estar obligado a soportar el ciudadano, que además dicho perjuicio NO SON 

CONJETURAS O ESPECULACIONES, sino hechos evidentes y verificables para su 

despacho, por lo cual puede el señor juez darle contenido y sentido a su tarea de protección 

efectiva de los derechos fundamentales y ser el punto de confluencia del derecho y la 

realidad, de cuya adecuada interrelación depende la justicia de su decisión. 

 

En tal sentido la Corte Constitucional ha reiterado en su jurisprudencia que el mínimo vital 

es un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye 

la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la 

financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, 

el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, 

prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad 

humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”3 

 

El demandante igualmente se encuentra obligado a aceptar una conducta que no ha sido 

acreditada por la administración y contenida en los actos administrativos acusados  aun 

cuando la conducta reprochada no se encuentra debidamente acreditada en el proceso 
cuestionado, y que además de generar una afectación tal vez a los ojos de su Despacho 

 
3 Sentencia SU-995/99 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 



mínima en su patrimonio  irrumpe sus derechos civiles  que están siendo ignorados por su 

señoría, como por ejemplo el ciudadano contando con la sanción contenida en los actos 

administrativos cuestionados NO puede realizar trámites de compra-venta de vehículos, el 

ciudadano NO puede refrendar su licencia de conducción, el ciudadano NO puede realizar 

trámites de duplicado de su licencia de conducción en caso de pérdida,   luego  de 

conformidad a la ley 769 de 2002 las personas que cuentan con multas de tránsito 

pendientes,  no pueden realizar ningún tipo de trámite de tránsito cuando se encuentra una 

obligación de tránsito pendiente de pago. 

 

Es de resaltar, lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-054 de 1997 y en 

la Sentencia C-485 de 2003, en las que hace alusión a que: “las medidas cautelares están 

concebidas como un instrumento jurídico que tiene por objeto garantizar el ejercicio de un 

derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido, impedir que se modifique una 

situación de hecho o de derecho o asegurar los resultados de una decisión judicial o 
administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, 

situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable actividad o 

conducta maliciosa del actual o eventual obligado. Las medidas cautelares no tienen ni 

pueden tener el sentido o alcance de una sanción, porque aún cuando afectan o pueden 

afectar los intereses de los sujetos contra quienes se promueven, su razón de ser es la de 

garantizar un derecho actual o futuro, y no la de imponer un castigo.” Teniendo en cuenta 

lo anterior, lo que se busca es una medida de protección, mientras no haya una decisión de 

fondo y así, evitar un perjuicio futuro para el ciudadano. 

 

Siguiendo lo anterior, sobre el contenido y alcance de las medidas cautelares, el artículo 

230 de la  Ley 1437 de 2011 dispone que éstas: “… podrán ser preventivas, conservativas, 

anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda…” 

 

Así mismo, la medida cautelar negativa de suspensión provisional de los efectos de un acto 

administrativo, según lo dispuesto por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B. Providencia del 17 de marzo de 2015, 

Expediente núm. 2014-03799, procederá siempre y cuando pueda comprobarse la 

vulneración de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud de la medida, y 

tal trasgresión puede surgir: i) de la confrontación del acto administrativo demandado con 



las normas superiores señaladas como quebrantadas; o ii) del estudio de las pruebas 

allegadas con la solicitud. 

Por lo anterior, se recalca que al negarse la medida solicitada se causaría un perjuicio 

irremediable al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN toda vez que, el pago de 

una multa así como el pago de unos intereses, cuando el cumplimiento de requisitos 

legales para la imposición de la sanción administrativa se encuentra en entredicho, atenta 

igualmente contra los derechos económicos y civiles del Sr.  YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN, quien para ejecutar transacciones como la compra-venta de vehículos, 

expedición y refrendación de su licencia de conducción, entre otros, en ejercicio libre de los 

derechos citados civiles, económicos, y además, su derecho fundamental de libre 

locomoción, deberá sufragar el valor de la multa y sus intereses o realizar un acuerdo de 

pago; en tal sentido, se encuentra obligado al señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ 
BARRAGÁN a aceptar de manera tácita la infracción de tránsito objeto de las presentes 

diligencias, y por tanto luego de un pago o aceptación tácita sería infructuoso el presente 

proceso. 

 

En conclusión, en el caso bajo estudio se cumple con lo adoctrinado por el Consejo de 

Estado, en providencia de 26 de junio de 20204, en donde aclaró que cuando se trata de 

medidas cautelares de suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo y se 

acredita prima facie que el acto acusado contraviene el ordenamiento jurídico superior (En 

este caso, de forma mayúscula el articulo 29 C.P.), de manera implícita se satisfacen los 

requisitos del perjuicio por la mora periculum in mora, y apariencia de buen derecho fumus 

boni iuris; dado que, en el sublite los actos administrativos objeto de nulidad, al declarar 

una responsabilidad administrativa sin pruebas5, se advierte de forma nítida, una alta 

posibilidad de éxito del presente libelo, razón por la cual, resulta razonable que el Despacho 

conceda la medida cautelar deprecada, para la protección del derecho objeto del litigio y 

evitar las consecuencias derivadas de la actuación administrativa censurada, prevenir las 

afectaciones a mi prohijado enunciados en el párrafo anterior.    

 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera. Auto de 19 de junio de 2020. Radicación: 
11001-03-24-000-2016-00295-00. MP.: Hernando Sánchez Sánchez. Actor; RCN Televisión S.A. y Caracol Televisión S.A. 
5 "Nadie podrá ser condenado por juez o autoridad competente sin que exista en su contra plena prueba alguna y oportuna, 
de todos los elementos constitutivos del delito, infracción disciplinaria o contravencional y de la consecuente responsabilidad". 
Sentencia SU-620 de 1996. 



La suspensión provisional constituye un importante instrumento de naturaleza cautelar, 

temporal y accesoria, tendiente a evitar que actos contrarios al ordenamiento jurídico 

puedan continuar surtiendo efectos mientras se decide de fondo su constitucionalidad o 

legalidad en el proceso donde se hubiere decretado la medida, como producto de una 

solicitud fundamentada que en consideración del juzgador sea procedente en razón de la 

claridad de la infracción. En consecuencia, es presupuesto básico de la medida que el acto 

esté produciendo sus efectos jurídicos. 

 

En este sentido, su finalidad no puede ser otra que la de evitar, transitoriamente, que el acto 

administrativo surta efectos jurídicos, en virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, 

salvaguardando los intereses generales y el Estado de derecho. 

 
Caducidad de la acción sancionatoria 
 

Se comienza por señalar que el  artículo 52 de la Ley 1437 de 2011, Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (en adelante “CPACA”), 

señala:  “Si los recursos no se deciden en el término fijado en esta disposición, se 

entenderán fallados a favor del recurrente” es aplicable el artículo 52 del CPACA  en el caso 

objeto de estudio bajo el  siguiente tenor: “Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad 

que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido 

el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto 

administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y notificado. Dicho acto 

sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los recursos, los cuales deberán ser 
decididos, so pena de pérdida de competencia, en un término de un (1) año contado 
a partir de su debida y oportuna interposición.  
 

Resulta claro entonces que, sí los recursos no se deciden en el término fijado en la 

disposición citada, se debe señalar que la caducidad que constituye un instituto jurídico 

procesal liberador que impide que el Estado continúe adelantando el procedimiento 

administrativo sancionatorio, pues pierde competencia por el paso del tiempo. En esa línea, 

la potestad sancionatoria de autoridades públicas está limitada en el tiempo y por ende se 

debe señalar un término de caducidad para su respectiva acción, lo que constituye una 

garantía para principios constitucionales como el de la seguridad jurídica y el debido 

proceso.  



 

En este orden, se concluye que la regla del artículo 52 ibidem es aplicable al procedimiento 

administrativo especial consagrado en la Ley 769 de 2002 modificada por la ley  1843 de 

2011. Lo anterior es así, en tanto que el artículo 161 de la Ley 769 de 2002 dispone el 

trámite de la segunda instancia en el procedimiento de tránsito contemplando la pérdida de 

competencia para fallar por el paso del tiempo así:  

 

Artículo 161. Caducidad 

 
La acción por contravención de las normas de tránsito, caduca al año (1), contado a 
partir de la ocurrencia de los hechos que dieron origen a ella. En consecuencia, 
durante este término se deberá decidir sobre la imposición de la sanción, en tal 

momento se entenderá realizada efectivamente la audiencia e interrumpida la caducidad. 

 

La decisión que resuelve los recursos, de ser procedentes, deberá ser expedida en 
un término de un (1) año contado a partir de su debida y oportuna interposición, si 

los recursos no se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados 

a favor del recurrente. 

 

En el caso objeto de estudio es claro que, el recurso de apelación contra la Resolución No. 

6093 de 25 de febrero de 2020, sin embargo, la Resolución No. 4805 del 29 de diciembre 

de 2020 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del expediente 

No. 6093”, expedida por el Director de Investigaciones Administrativas de Tránsito y 

Transporte, fue notificada hasta el 24 de junio de 2021 superándose el término de un (1) 

año con el que contaba la demandada para ejercer su facultad sancionatoria. 

 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 

de 2011, en su Artículo 103 prevé que los procesos que se adelanten ante esta jurisdicción 

tienen por objeto “la efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política y la 

ley y la preservación del orden jurídico”, razón por la cual, el legislador estableció que en la 

interpretación de las normas del CPACA “deberán observarse los principios 

constitucionales y los del derecho procesal”. 



De acuerdo con la disposición transcrita, es evidente que el control que ejerce la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo sobre los actos de contenido sancionatorio es 

pleno e integral; control que se efectuará a la luz de las disposiciones de la Constitución 

Política como un todo y de la Ley en la medida en que sea aplicable.  

 

En tales términos, me permito precisar que el estudio de la caducidad de la potestad 

sancionatoria o pérdida de competencia temporal de la demandada para expedir sanciones 

en el sub lite, -debe ser estudiada por su Despacho además de manera oficiosa pues su 

estudio no concede derechos subjetivos, sino que -por el contrario-, apunta a la protección 

de un interés general- de ninguna manera reforma o modifica el escrito de demanda,  siendo 

tan claro tal fenómeno que de una simple vista de las pruebas militantes en el proceso -sin 

la necesidad de un decreto probatorio modificatorio o adicional- resulta más que diáfano y 

evidente señora juez que, en el presente caso se encuentra probado más allá de cualquier 

duda razonable  la presencia de la figura jurídica de la caducidad de la acción sancionatoria 

o pérdida de competencia temporal de la demanda; por lo es que es un deber de los 

servidores a favor del Estado y del interés general garantizar su estudio transparente e 
imparcial en la búsqueda de la seguridad jurídica y la estabilidad de las relaciones entre la 

y el Estado. 

En tal orden debe resaltarse entonces que,  la caducidad es una actuación de orden público, 

que tiene como finalidad armonizar la potestad sancionatoria con los derechos 

constitucionales de los administrados, no hay duda entonces de que la Demandada 
debió haberla declarado de oficio o en su defecto los miembros de Comité de 
conciliación la debieron advertir. No tendría sentido que, si en un caso específico, la 

administración advierte que ha operado el fenómeno de la caducidad, no pudiere declararla 

de oficio, y a sabiendas continúe con la actuación que finalmente, culminará en un acto 

viciado de nulidad por falta de competencia temporal de la autoridad que lo emite. 

 

IV. PETICIÓN 

Qué Se conceda por su Despacho el  RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE 
APELACIÓN contra el Auto de fecha 8 de julio de 2022 notificado el 11 de julio de 2022. 

Se insiste que,  en el presente caso se cumplen los requisitos reseñados en el artículo 231 

de la ley 1437 de 2011 y por tanto solicito a su Despacho el decreto de la medida cautelar 



consistente en la SUSPENSION PROVISIONAL  del el acto administrativo Resolución No. 

6093 de 25 de febrero de 2020 “Por medio del cual la SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE CONTRAVENCIONES, declara como 

contraventor de la infracción D-12 contenida en el artículo 131 de la ley 769 de 2002 al 

señor  YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN” y la Resolución No. 4805 del 29 de 

diciembre de 2020, expedida por la Director de Investigaciones Administrativas de 
Tránsito y Transporte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ 

que resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión, y la SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL de todas las acciones de cobro persuasivo y  coactivo generadas con 

relación a las obligaciones creadas por los actos administrativos en mención. 

V. NOTIFICACIONES 

PARTE    DEMANDANTE: YILBER JOSÉ GUACHATÁ BARRAGÁN en la carrera 27 No 

17-12 sur apto 202 de la ciudad de Bogotá Email: yilbaru_m80@hotmail.com celular 

3229029968.  

 

APODERADO JUDICIAL: LADY CONSTANZA ARDILA PARDO. Email: 

lardila@equipolegal.com.co, celular 3229029968.  

 

Cordialmente,  

 

 

 
LADY ARDILA PARDO      
C.C. 1.019.045.884de Bogotá    
T.P. 257.615 del C.S. de la J.                                                    

mailto:lardila@equipolegal.com.co
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